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Diputado Omar Bazán Flores 





H. CONGRESO DEL ESTADO DE CHIHUAHUA 
P R E S E N T E.- 

El suscrito Omar Bazán Flores, Diputado de la LXVI Legislatura del Honorable Congreso del Estado, integrante al Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, en uso de las facultades que me confiere el numeral 68 fracción I de la Constitución del Estado Libre y Soberano de Chihuahua, así como los ordinales         169, 170, 171 y demás relativos de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado     de Chihuahua, acudo ante este Honorable Representación, a fin de presentar    Iniciativa con Carácter  de Decreto, con el propósito de reformar la fracción I       del artículo 16, de la   Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, solicitando que en caso de ser     aprobada se eleve ante el CONGRESO DE LA UNIÓN, como iniciativa de Ley propuesta por la Sexagésima Sexta Legislatura del Poder Legislativo del       Estado de Chihuahua, lo anterior, conforme a la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

De conformidad con el Acuerdo mediante el cual se establecen los criterios para la determinación de sanciones por infracciones a la Ley Federal de Protección al Consumidor, en materia de gas L.P. y combustibles líquidos (gasolina y diésel), en      que se determina que la defensa de los consumidores, es uno de los temas clave      para el desarrollo sostenido de las sociedades modernas, tecnológicas e industrializadas, como México; calificadas desde el punto de vista sociológico, como “sociedades de consumo”; donde los consumidores, aparecen como posibles       víctimas de una serie de prácticas y abusos comerciales, contra los cuales, las         reglas del derecho común, constituyen una endeble protección; lo que hace 


indispensable, la existencia de reglas jurídicas especializadas y congruentes con la realidad imperante.

Donde se destaca como antecedente, en la Carta Europea de Protección de los Consumidores de 1973, que establece cuatro derechos fundamentales: a) El        derecho a la protección y a la asistencia de los consumidores; b) El derecho a la reparación del daño causado al consumidor; c) El derecho del consumidor a la información y a la educación; y d) El derecho del consumidor a la organización y representación; los cuales han sido la base sobre la que no sólo la Comunidad Económica Europea ha trazado sus medidas de protección al consumo y a los consumidores, sino que han servido de directriz al resto del orbe, para ajustar el derecho interno a tales disposiciones.

Tal es así, que la Organización de las Naciones Unidas, en su resolución número 39/248 señala que los Estados miembros; entre ellos México, deben apegar sus políticas y legislaciones a las directrices para la protección al consumidor, las cuales deberán reconocer los siguientes derechos: a) La protección de los derechos frente         a los riesgos para su salud y su seguridad; b) La promoción y protección de los intereses económicos de los consumidores; c) El acceso de los consumidores a una información adecuada; d) La educación del consumidor; e) La posibilidad de compensación efectiva al consumidor; y f) La libertad de constituir grupos u otras organizaciones de consumidores.

En consonancia con la dinámica internacional, en nuestro país, en 1975 se publicó         la primera Ley Federal de Protección al Consumidor, iniciando la función del Estado mexicano como garante de los derechos del consumidor, siendo la Ley Federal de 




Protección al Consumidor de 1992, la que estableció con precisión los principios básicos en las relaciones de consumo, mismos que prevalecen en la actualidad, y       que se encuentran establecidos en el artículo 1 de la Ley en cita.

Hoy día, la protección a los consumidores en nuestro país, es un mandato constitucional y una garantía social, en términos del artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en ello, es obligación de la         Procuraduría Federal del Consumidor, garantizar en el ámbito de sus atribuciones,         la existencia del marco normativo suficiente y adecuado para cumplir con dicha          tarea de protección. 

En México, el consumo privado ha observado una tendencia de incremento      permanente en los últimos años, que fluctúa entre los 2 y los 2.4 puntos         porcentuales de cada año, en relación a la anualidad precedente; lo que se traduce       en un mayor número de operaciones comerciales sobre bienes y servicios, sujetos          a la regulación, control y protección del Estado.

Actualmente en México, el desenvolvimiento de la vida urbana y rural, depende en     gran medida del uso de los combustibles básicos como la gasolina, el diesel y el         gas licuado de petróleo (L.P.). Tal es así, que de acuerdo con cifras del INEGI, el consumo per cápita de gasolinas es mayor al de otros países de un nivel de       desarrollo similar, e incluso, que algunas naciones altamente industrializadas; es         así, que nuestro consumo per cápita en el rubro, es mayor en 22% que el de      Alemania, 71% más que el de Italia, 103% al de Chile, 141% al de España y Francia, 192% al de Argentina y 242% al de Brasil.



La Procuraduría Federal del Consumidor, tiene actualmente una decisiva        participación como autoridad reguladora y sancionadora, garante de los derechos          al consumo y de la efectiva protección al consumidor, como Organismo    Descentralizado de servicio social con personalidad jurídica propia y patrimonio      propio, dotado con funciones de autoridad administrativa, de conformidad con el       artículo 20 de la Ley de la materia, y que dentro de sus atribuciones destaca la de substanciación de procedimientos administrativos por infracciones a la ley. 

Ahora bien, dentro del acuerdo por el que se establecen los criterios para la determinación de sanciones por infracciones a la ley federal de protección al consumidor, en materia de gas L.P. y combustibles líquidos (gasolina y diesel), tiene como principal objetivo el establecer los criterios para la determinación en la      imposición de multas y medidas de apremio, por infracciones a la citada Ley, con el propósito de unificar criterios en la operación diaria, de las unidades administrativas adscritas a la Subprocuraduría de Verificación de la Procuraduría; así como de las Delegaciones, Subdelegaciones y Unidades de servicio. 

En este mismo acuerdo se establece que serán sancionables pecuniariamente en materia de verificación de combustibles líquidos (gasolina y diesel), en       incumplimiento a la Norma Oficial Mexicana NOM-005-SCFI-2017, en sus diversas modalidades, lo siguiente:
1. El excedente en el error máximo tolerado;
2. Falla en el mecanismo sincronizador del interruptor con el dispositivo computador (corte de flujo de 80 segundos);
3. Holograma no vigente;
4. Holograma destruido, removido, violado o alterado;



5. Falta o alteración de precinto, marchamo o plomo;
6. Fallas en la carátula del Display;
7. Goteo constante en la parte hidráulica;
8. No cumplir con las especificaciones o aditamentos del modelo o prototipo       aprobado;
9. Falta de aprobación del modelo o prototipo utilizado;
10. Falta de bitácora de eventos;
11. Incompatibilidad de la bitácora de eventos con las hojas de control de la estación     de servicio, y
12. Incumplimiento en el precio vigente.

Pese a las acciones constantes de la PROFECO en determinar sanciones que        distan de lo establecido en la  Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, es que se hace necesario abonar a la protección de quienes reciben un bien a cambio de un precio, que no es nada económico,  en este sentido no cabe la  tolerancia  y se debe privilegiar a toda costa      la protección al consumidor, así pues consideramos que es imperante reformar         dicha ley y anteponer el derecho del consumidor de recibir integro el total de lo que      está sufragando, por lo que someto a consideración de esta Representación        Popular, el siguiente proyecto de:
DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma la fracción I, del artículo 16, de la Ley Federal      para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos Y     quedar redactados de la siguiente manera:




[bookmark: Artículo_16]Artículo 16.- Se impondrá de 5 a 8 años de prisión y multa de 5,000 a 8,000        veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización vigente, a quien:

I.	Enajene o suministre gasolinas o diésel con conocimiento de que está entregando una cantidad inferior a la cantidad que aparezca registrada         por los instrumentos de medición que se emplean para su enajenación o suministro.

II.	Enajene o suministre gas licuado de petróleo con conocimiento de que         está entregando una cantidad inferior a la cantidad que aparezca        registrada por los instrumentos de medición que se emplean para su enajenación o suministro.

III.	Enajene o suministre gas natural, con conocimiento de que está        entregando una cantidad inferior a la cantidad que aparezca registrada          por los instrumentos de medición que se emplean para su enajenación o suministro.

Para los efectos de los supuestos señalados en este artículo deberá mediar      querella del órgano regulador o de parte ofendida.

TRANSITORIOS
ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en         el Diario Oficial de la Federación.

En el Palacio Legislativo del Estado de Chihuahua, a los 24 días del mes de julio          del dos mil diecinueve.
ATENTAMENTE


DIPUTADO OMAR BAZÁN FLORES
Subcoordinador del Grupo Parlamentario del
[bookmark: _GoBack] Partido Revolucionario Institucional

image1.png
“2019, Ano Internacional de las Lenguas Indigenas”

H. CONGRESO DEL ESTADO
DE CHIHUAHUA

Edificio Legislativo: C. Libertad #9 Tel:(614) 412 3200 / 01 800 220 6848
Centro Chihuahua, Chih. C.P. 31000 www.congresochihuahua.gob.mx





